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Mirar la transparencia desde el discurso
Un acercamiento a las universidades públicas mexicanas

A Glance of the Transparency Discourse: An Approach
to Mexican Public Universities

Angélica Buendía Espinosa e Iván Alejandro Salas Durazo*

Resumen: en este artículo se analizan algunos de los elementos de transparencia asociados a 
la política pública educativa presentados por cinco universidades públicas mexicanas. Para 
ello, se construyen índices multidimensionales a partir de indicadores relacionados con los 
principales programas de política dirigidos al subsistema de educación superior, específica-
mente los orientados a apoyar a los estudiantes, a fortalecer el perfil académico, la evaluación 
de la calidad de los programas y el financiamiento. Como principal hallazgo se identificó que 
las universidades públicas mexicanas han incorporado a su discurso institucional elementos 
provenientes de la política educativa como parte de sus procesos de legitimación, en la lógi-
ca de la obligatoriedad legal. esto implica una aproximación incremental a la dinámica de 
transparencia presente en la administración pública mexicana.

Palabras clave: política educativa, transparencia, economía de la educación, financiamien-
to de la educación, análisis comparativo.

Abstract: in this paper we analyze some of the relevant elements of transparency associated 
to the public policy in education in five mexican public universities. For this, we use mul-
tidimensional indexes based on indicators related to the main public programs in higher 
education. The analysis incorporate aspects of institutional performance, teaching staff, 
students and funding. As principal finding, it was identified that mexican Public universities 
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have incorporated into their institutional discourse elements derived from educational 
policy as part of their processes of legitimation, considering the obligatory legal frame. This 
implies the incrementally approaching the dynamics of transparency present in the mexican 
public administration.

Keywords: education policy, transparency, economics of education, education funding, 
comparative analysis.

IntRoduccIón

el movimiento internacional por la transparencia tiene su origen en el siglo 
xviii, cuando por primera vez se presentaron las explicaciones liberales sobre 

la naturaleza del estado. el liberalismo expone la noción de que no existen secre-
tos de estado y, por lo tanto, nada debe ser sustraído de la mirada e interés de los 
ciudadanos. de la concepción de un estado omnipotente e incuestionable se 
aspira —sin lograrlo aún— a la convivencia con un estado democrático y abierto 
al escrutinio ciudadano (lópez y merino, 2009). la transparencia y rendi ción 
de cuentas surge en nuestro contexto como una herramienta para identificar y 
potencialmente reducir la corrupción. vera et al. (2015) van más allá al seña lar 
que la transparencia posibilita el desarrollo, al interior de las instituciones, de 
una cultura que trastoca ámbitos tales como la rendición de cuentas, la partici-
pación ciudadana, el conocimiento de los asuntos públicos y el desarrollo de 
valores colectivos por encima de los individuales. Por su parte, monsiváis (2005) 
la enmarca dentro del proceso democrático deliberativo al incorporar a los dife-
rentes actores sociales en una dinámica de argumentación y persuasión en la toma 
de decisiones.

la universidad pública es una institución que en sí misma goza de legitimidad 
y credibilidad social. no obstante, no es ajena al diseño e implementación de 
políticas públicas y por lo tanto al escrutinio de los recursos asignados. de tal 
manera que las universidades han incorporado elementos transversales atribuibles 
a la transparencia, la protección de datos personales y el acceso a datos abiertos. 
Asimismo, y en un sentido democratizador, han incorporado instancias externas 
de naturaleza gubernamental y no gubernamental para validar el correcto ejerci-
cio de los recursos y el apego normativo del actuar de los funcionarios.

el presente artículo busca, a través de un estudio comparado y longitudinal, 
aportar al estudio de la transparencia y rendición de cuentas en las universidades 
públicas. este tema ha sido explorado con mayor énfasis en la administración pú-
blica, sin embargo, para el caso de las instituciones de educación superior (ies) 
existen pocas investigaciones. Para ello, se consideran tres aspectos: a) el significado 
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que adquieren la transparencia y la rendición de cuentas en las universidades 
públicas, b) los mecanismos en los que se presenta el desempeño institucional 
derivado del uso de los recursos públicos y c) las implicaciones en términos de 
potencialidades y riesgos de arribar a un sistema de transparencia similar al que 
opera en el sector público. se emplea información proveniente de los informes 
de los rectores de cinco universidades públicas mexicanas (upm) a partir de la cons-
trucción de índices multidimensionales basados en conjuntos de lógica difusa.

REndIcIón dE cuEntas y tRansPaREncIa. concEPtualIzacIonEs básIcas
la aspiración a una sociedad más democrática está vinculada con un mayor grado 
de gobernanza. el acceso a la información se ha constituido como parte de esta 
aspiración, pues se asume que conduce a una mayor participación de los goberna-
dos en contextos, antaño, privativos de los gobernantes. en méxico, las reformas 
constitucionales en materia de transparencia y rendición de cuentas de 2007 y 
20081 sentaron las bases para construir un nuevo régimen de rendición de cuen-
tas que colocó a la información como un derecho fundamental de los mexicanos 
(Cejudo, 2009; Cejudo et al., 2012). no obstante, su implementación ha signi-
ficado un conjunto más amplio de cambios institucionales y organizacionales 
incrementales, a nivel de las entidades federativas y de prácticamente todos los 
organismos involucrados, tal es el caso de las ies.

la conceptualización teórica de la rendición de cuentas, dada su relevancia 
práctica, ha sido objeto de un amplio debate; un análisis de la transición del 
concepto da cuenta de ésta como un instrumento para controlar el poder, dismi-
nuir la discrecionalidad y prevenir excesos, más que tratarse de una fórmula 
extraordinaria que garantice la legitimidad de los gobiernos, la efectividad de las 
burocracias y la mejor calidad de la democracia (Cejudo, 2009: 20). la rendición 
de cuentas se traduce en una relación entre actores donde uno informa, explica 
y justifica su conducta públicamente ante el otro. no es sólo un acto voluntario 
sino que implica una obligación. va más allá de un monólogo sin compromiso 
dado que existe debate, juicio y posibles sanciones (Cejudo, 2009).

la rendición de cuentas (accountability en inglés) implica la conjunción de 
los ámbitos jurídico y político, es decir, un marco de responsabilidad del cual se 

1 en 2007 la modificación al artículo 6° constitucional que adiciona un segundo párrafo y seis fracciones 
para el ejercicio del derecho de acceso a la información en la federación, los estados y el distrito Federal, en el 
ámbito de sus competencias. en 2008 se publicó un decreto por el que se reformaron, adicionaron y deroga-
ron diversas disposiciones de la Constitución Política de los estados unidos mexicanos relativas a la contabi-
lidad gubernamental, presupuesto de egresos de la federación, cuenta pública y fiscalización.
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desprenden obligaciones legales y públicas bajo el principio de legalidad y con 
un propósito democrático, de manera que la cabal comprensión de este argumen-
to central posibilita el entendimiento de su alcance y profundidad en el ámbito 
educativo superior.

igual que la rendición de cuentas, la transparencia como concepto es aún 
objeto de debate en el ámbito nacional e internacional (Arellano, 2007; Arellano 
y lepore, 2009).2 se trata del principio básico de una sociedad democrática, 
vinculado al derecho al acceso a la información y a sus características como pro-
ceso. la interpretación organizacional de la transparencia es útil en el contexto 
de esta investigación, dado que las universidades públicas han sido conceptuali-
zadas como un tipo específico de organizaciones. Para Arellano se trata de “un 
instrumento limitado, acotado, específico para el mejoramiento de las relaciones 
y comunicaciones entre actores plurales, en un contexto democrático (es decir, 
de disensos, pluralidad valorativa, racionalidad limitada)” (Arellano, 2007: 37). 

la transparencia supone la relación entre actores y se asocia con estímulos y 
sanciones para unos y otros. una política de transparencia requiere un proceso 
de diseño, implementación y evaluación, en el cual subyace la construcción de 
relaciones políticas y sociales, cuya base es al mismo tiempo la confianza y la vi-
gilancia como ejercicio del poder. en el primer caso, la confianza, se muestra 
como un proceso profundamente incrustado en las relaciones sociales determi-
nado por el contexto cultural y regulatorio (lyon et al., 2012). la vigilancia, en 
cambio, se comprende en la lógica de las relaciones de poder y en la reinterpre-
tación de la funcionalidad de las técnicas administrativas y las estructuras orga-
nizativas, básicamente desde el punto de vista del control y la dominación 
(Foucault, 1976; ibarra, 2001). ¿es posible el equilibrio entre confianza y vigi-
lancia? depende de las organizaciones de que se trate e implica regulación y au-
tocumplimiento, supervisión y castigo, así como generación de capacidad 
organizacional para internalizar la transparencia como un valor acordado entre 
los actores (Arellano, 2007: 30).

una organización —independientemente del sector de que se trate— es trans-
parente cuando mantiene un flujo de información accesible, oportuna, comple-
ta, relevante y verificable. se asume que una política de transparencia y su 
implementación traerán necesariamente efectos positivos sobre los procesos po-
líticos y de gobierno, sobre la gestión gubernamental y el diseño de políticas 

2 en méxico Cejudo et al. (2012) realizan un estado del arte de los estudios orientados a medir los resul-
tados derivados de la regulación en materia de transparencia y acceso a la información.
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públicas. no obstante, éstos no pueden garantizarse y, por el contrario, podrían 
producir efectos no deseados como la simulación o la puesta a disposición de 
información necesaria, pero no suficiente, para asumir la plena transparencia 
como derecho de unos y obligación de otros.

un estudio realizado por investigadores del Centro de investigación y do-
cencia económicas, “métrica de la transparencia 2010”, da cuenta de la calidad 
de la legislación que regula la transparencia y el acceso a la información en el 
estado mexicano, de las capacidades institucionales para su implementación 
y de la necesidad de continuar investigando sobre la materia (Cejudo, 2009; 
Cejudo et al., 2012).

la tRansPaREncIa y REndIcIón dE cuEntas En El ámbIto
dE la EducacIón suPERIoR3

el concepto de rendición de cuentas ha sido explicado en el contexto de la edu-
cación superior principalmente en la literatura estadounidense. de acuerdo con 
Burke (2005) y Zumeta (2001) los colegios y universidades norteamericanos se 
enfrentaron a una corriente de “presiones externas” después de la segunda Gue-
rra mundial. Antes de este hecho podía afirmarse que las ies gozaban del reco-
nocimiento y confianza plenas de quienes subsidiaban el desarrollo de sus 
funciones —ya fuera el estado o instancias privadas—.

Para completar esta definición en el contexto general de la administración 
pública, se suman los términos answerability y enforcement. el primero entendido 
como la capacidad de asegurar que los funcionarios públicos respondan por sus 
acciones; mientras que el segundo describe un conjunto de actividades orientadas 
hacia la observancia de la ley (schedler 2004).

la rendición de cuentas significó un cambio sustancial en los valores sociales 
con que se observa y comprende la forma en que funcionan las universidades. 
se trata del problema de la rendición de cuentas democrática que enfrentan las 
ies. si bien se asume que ésta difiere sustancialmente de otros organismos públicos 
que también están subsidiados por el estado, en ambos casos su financiamiento 
proviene de los recursos captados por medio de la política fiscal. sin embargo, ha 
habido un acuerdo explícito de que operan mejor cuando se les otorga un alto 
grado de autonomía del estado en la definición y desarrollo de sus funciones. 
en ese sentido, marsiske (2004) aclara que la autonomía universitaria está con-
formada por tres dimensiones: gobierno, académica y financiera, y es esta última 

3 Parte de esta sección ha sido publicada en Buendía (2011).
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la más afectada por lo que Acosta (2002) denomina neointervencionismo guber-
namental en el campo de la educación superior.

las primeras exigencias para la redición de cuentas estuvieron relacionadas 
con aspectos presupuestales e indicadores de desempeño para la medición de la 
eficacia y eficiencia de las universidades en términos de la inversión realizada. Por 
ejemplo, eran apreciables criterios que valoraban el gasto por alumno y el costo 
de la nómina. esta situación también se observó en méxico, donde previo a la 
implementación de mecanismos de asignación de financiamiento basados en 
programas gubernamentales específicos, la negociación por el presupuesto tenía 
de manera general dos fundamentos; por un lado, una clara base de negociación 
política entre cada universidad y el estado; por el otro, una base técnica susten-
tada en la cantidad de estudiantes y la nómina del personal académico y admi-
nistrativo (ibarra, 2001).

no obstante, con el tiempo la rendición de cuentas en el campo de la educa-
ción superior ha visto el surgimiento paulatino de instituciones y actores, así como 
de la incorporación de herramientas metodológicas y modelos de gestión prove-
nientes de los sectores público y empresarial que suponen una mayor transparen-
cia para los actores involucrados en este campo organizacional. esta visión está 
relacionada con el análisis de los mecanismos para la rendición de cuentas de finidos 
como los medios establecidos para determinar si las responsabilidades delega das 
han sido desempeñadas de manera satisfactoria (Cejudo, 2009). la rendición de 
cuentas en la educación superior transita por dos vías que, si bien convergen en 
algún punto, siguen rutas diferenciadas: la académica y la financiera.

la Ruta académIca
Burke (2005) propone el modelo del triángulo de la rendición de cuentas basado 
en la propuesta de Clark (1991) sobre las fuerzas que dominan la coordinación 
de los sistemas de educación superior. según el autor hay tres fuerzas traducidas en 
intereses y presiones distintas a las que se someten las ies en la rendición de 
cuentas: a) prioridades estatales en el ámbito político (gobierno), b) preocupa-
ciones académicas en el ámbito profesional (profesores y funcionarios) y, c) fuer-
zas del mercado (necesidades de estudiantes, padres de familia, empleadores). 
Como señalan Burke (2005) y Wolff (2005) las tres esferas de la rendición de 
cuentas reflejan respectivamente la cultura y los intereses de los grupos asociados 
a cada una de ellas. Pueden resultar conflictivas entre sí y mostrar dos caras de una 
misma moneda al evidenciar las necesidades e intereses de los grupos que repre-
sentan. las universidades deben encontrar los mecanismos para no subordinarse 
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a ninguno de los intereses que representan estos tres ámbitos esquemáticamente 
representado en el diagrama 1.

en el ámbito académico y de la gestión universitaria, la rendición de cuentas 
ha avanzado por la vía del aseguramiento de la calidad (ac) cuyas principales he-
rramientas son la evaluación y la acreditación de instituciones, programas, actores 
y procesos. de acuerdo con lemaitre y Zenteno (2012), el ac se usa como una 
denominación común para una diversidad de mecanismos orientados a controlar, 
garantizar y promover la calidad de las ies. eso contribuye a una mejor compren-
sión de los procesos como un aspecto de desarrollo progresivo, aunque al mismo 
tiempo suele resultar un tanto confuso porque el ac esconde las diversas opciones 
disponibles y dificulta el análisis de las consecuencias asociadas a cada alternativa.

Para la rendición de cuentas, el ac y la evaluación constituyen un enlace entre 
el “mundo interno” de la educación superior y las fuerzas sociales, económicas y 
políticas que moldean la organización y la estructura institucional (Brennan, 1998: 
15). el ac implica responsabilidad, entendida como la necesidad de demostrar 
acciones responsables ante uno o más grupos de interés externos o stakeholders.4 

4 los gobiernos que suministran fondos, los estudiantes que son “usuarios” de los programas e institucio-
nes, las familias de los estudiantes, los empleadores que ofrecen trabajo a los egresados y los organismos o 

Instituciones
de educación

superior

Política (prioridades del Estado)

Mercado
(fuerzas del mercado)

 

Estudiantes, egresados,
mercado laboral,

gremios de profesionales

Profesional
(preocupaciones académicas)

 

Profesores, investigadores,
funcionarios de la gestión

DIAGRAMA 1. triángulo de rendición de cuentas

Fuente: elaboración propia con base en Burke (2005).
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según Williams y loder (1990), citados por vugth (1996), hay una responsabi-
lidad social, política y financiera que significa cumplir y demostrar las misiones 
y funciones asignadas a cada institución (Buendía, 2007).

en méxico, el ac se ha implementado a partir de las políticas públicas moder-
nizadoras impulsadas desde finales de la década de 1980, cuyo eje transversal ha 
sido la evaluación como instrumento para mejorar la calidad. el país ha transitado 
ya por varias etapas para integrar paulatinamente distintos organismos, estrategias, 
programas e instrumentos para el ac, asociados tanto a esquemas de financiamien-
to extraordinario a concurso y rendición de cuentas como a la legitimidad social, 
el prestigio y el reconocimiento institucional. no obstante, no se observa un 
sistema integral de evaluación de la educación superior que opere de manera ar-
ticulada tanto por su diseño institucional como por sus procesos de gestión.

el origen de los cambios impulsados por el estado se ubica en la detección de 
los problemas asociados a la baja calidad de la educación superior universitaria y 
tecnológica provocada por su expansión no regulada. las políticas públicas se 
han concentrado en mejorar la habilitación y actualización del personal acadé-
mico con programas como el sistema nacional de investigadores (sni) creado en 
1984, el Programa para el desarrollo Profesional docente (Prodep) con antece-
dentes que datan de 19965 y los programas institucionales de estímulos a la 
productividad académica. también se ha impulsado la evaluación de los progra-
mas académicos realizada por los Comités interinstitucionales de la evaluación 
de la educación superior (ciees) que operan desde 1997 y la acreditación de 
programas realizada por los organismos reconocidos por el Consejo para la Acre-
ditación de la educación superior (Copaes) desde el año 2000. se agregan además, 
las evaluaciones estandarizadas para medir el desempeño de estudiantes y egresa-
dos, realizadas por el Centro nacional de evaluación (Ceneval) y los apoyos para 
resarcir la inequidad vía el Programa nacional de Becas (Pronabes) —actualmen-
te denominado Becas de manutención—, entre los más importantes.

A nivel del posgrado y el sector de la investigación, también se han impulsado 
políticas y programas orientados a mejorar la vinculación entre la investigación y 
las necesidades de desarrollo de la planta productiva nacional, así como promover 
el desarrollo de programas de posgrado en las áreas tecnológicas consi derando la 
desconcentración geográfica. Por último, se ha buscado mejorar la infraestructura 

individuos que se vinculan con las instituciones a través de servicios de apoyo o proyectos de investigación 
(unesco, 1998).

5 su denominación inicial fue Programa de mejoramiento del Profesorado (Promep).
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a través de la asignación de recursos para su mantenimiento y ampliación, a la vez 
que incrementar la inversión en bibliotecas, hemerotecas y sistemas de documen-
tación e información. Programas como el de Becas nacionales, el Programa na-
cional de Posgrados de Calidad (pnpc) y los apoyos al desarrollo de la investigación, 
la ciencia y la tecnología6 son emblemáticos en este sentido.

Hasta ahora la valoración del efecto de la evaluación se ha centrado de mane-
ra casi exclusiva en el cumplimiento de indicadores sin que se aprecie con claridad 
su incidencia específica sobre la calidad. lo anterior tiene serias implicaciones en 
la manera en la que diferentes actores —estudiantes, padres de familia, empleados, 
entre otros— toman sus decisiones. Además, esta orientación cuantitativa hacia 
el cumplimiento de indicadores ha sido incapaz de reconocer los efectos no de-
seados en la gestión universitaria dando como resultado el desplazamiento de los 
propósitos fundamentales del ac (Buendía, 2013).

la Ruta fInancIERa
las políticas gubernamentales implementadas durante las dos últimas décadas se 
han caracterizado por establecer una relación entre el desempeño institucional, 
el financiamiento y la evaluación externa. sin embargo, las diferentes acciones 
implementadas a través de los diversos programas y fondos concursables han sido 
incapaces de articular las aspiraciones federales con la realidad de las instituciones. 
Al margen de lo anterior, es innegable la transformación que han sufrido las upm 
para adaptarse a un contexto conformado por un financiamiento ordinario y un 
conjunto de bolsas destinadas a rubros específicos. el principal cambio radica en 
la implantación de una cultura de la competencia basada en la eficiencia y la 
eficacia y caracterizada por el cumplimento de indicadores de desempeño.

mendoza (2011) señala que el modelo de financiamiento propuesto por la 
secretaría de educación Pública (sep) para el caso de las upm consiste en un sub-
sidio regularizable anual que, además de ser irreductible, se actualiza considerando 
el presupuesto del año anterior, así como las necesidades y restricciones presupues-
tales en el año de asignación. este recurso es mayormente asignado para el pago 
de nómina y los gastos de operación considerando las plantillas autorizadas por la 
secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp). en el diagrama 2 se presenta el 
modelo de asignación de recursos para la educación superior pública en méxico.7

6 Citando como ejemplos el Programa de estímulos a la innovación (pei), Redes temáticas de investi-
gación, Atención a Problemas nacionales, Fondos mixtos Constituidos y Fondos sectoriales Constituidos, 
entre otros.

7 no se consideran en este esquema las escuelas normales.
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el incremento sostenido y la diversificación de fuentes de ingreso han conduci-
do a una mayor revisión del uso de los recursos públicos, por lo que las univer-
sidades también se encuentran inmersas en procesos de auditoría por varias 
instancias externas federales y estatales. la rendición de cuentas, por lo tanto, 
se traduce en la cantidad y tipo de información sobre el desempeño institucional 
de las upm.

en cuanto a los subsidios, Hernández (2005) señala que a finales de la década 
de 1980 el sistema educativo mexicano se caracterizó por ajustes originados por 
la crisis económica ocurrida a principios de dicha década. estos cambios estruc-
turales derivaron en la reducción de los recursos destinados a la educación supe-
rior con el argumento de generar mayor equidad, dado que el sector social con 
mayores ingresos accedía a este nivel educativo. no obstante, el autor demuestra 
que se destinó mayor inversión al sector de educación básica a pesar de la restric-
ción presupuestal.

el subsidio federal se otorga a través de la subsecretaría de educación superior 
a través de la dirección General de educación superior universitaria (dgesu). 

diagrama 2. modelo de financiamiento de la educación superior en méxico

Fuente: Rubio (2006).
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es la dirección de subsidio a universidades la responsable del seguimiento de 
los recursos asignados, ya que esta área tiene como objetivos:8

i. establecer y dirigir el sistema de cálculo del subsidio público correspondiente 
a las universidades públicas estatales (upe) y a las universidades públicas esta-
tales de apoyo solidario (upeas), con el fin de que éste se apegue al calendario, 
presupuesto autorizado y a las disposiciones normativas establecidas para que 
dichas instituciones reciban los recursos federales que les corresponden.

ii. establecer y verificar el proceso de gestión y ministración de los recursos fe-
derales a las instituciones y organismos de educación superior para su opera-
tividad de acuerdo con el Presupuesto de egresos de la Federación y las 
normas establecidas para su ejercicio.

iii. implantar y coordinar el sistema de evaluación y seguimiento Presupuestal 
de la aplicación de los recursos federales otorgados a las instituciones de 
educación superior, dentro del marco del Programa integral de Fortalecimien-
to institucional para el desarrollo de proyectos específicos.

lo anterior refleja la lógica programática en el ejercicio de los recursos presente 
en la administración pública. esta visión gubernamental recrudece la tensión 
entre la autonomía (financiera) de las upm y el control del gasto público. en 
concordancia con esta dinámica, la propia dgesu tiene disponibles en su página 
web9 los informes financieros trimestrales de todas las instituciones que recibieron 
recursos públicos, derivado de las obligaciones planteadas en el artículo 43 del 
Presupuesto de egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2017:

 los recursos federales que reciban las universidades e instituciones públicas 
de educación media superior y superior, incluyendo subsidios, estarán sujetos 
a la fiscalización que realice la Auditoría en términos de lo establecido en la 
ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, y se rendirá 
cuenta sobre el ejercicio de los mismos en los términos de las disposiciones 
aplicables, detallando la información siguiente:

i. los programas a los que se destinen los recursos y el cumplimiento de las 
metas correspondientes.

8 tomado de la página web de la dirección General de educación superior universitaria (dgesu), dispo-
nible en: http://www.dgesu.ses.sep.gob.mx/ [fecha de consulta: 1 de marzo de 2017].

9 http://www.dgesu.ses.sep.gob.mx/itPeF.aspx



Angélica Buendía Espinosa e Iván Alejandro Salas Durazo

14 volumen xxix, núm. 1, primer semestre de 2020             Gestión y política pública

ii. el costo de nómina del personal docente, no docente, administrativo y manual, 
identificando las distintas categorías y los tabuladores de remuneraciones por 
puesto, responsabilidad laboral y su lugar de ubicación.

iii. desglose del gasto corriente destinado a su operación.
iv. los estados de situación financiera, analítico, así como el de origen y aplica-

ción de recursos públicos federales.
v. la información sobre matrícula de inicio y fin de cada ciclo escolar.

lo anterior hace evidente la débil relación entre el ejercicio de los recursos asig-
nados con la calidad educativa, ya que parecería que transitan por dos caminos 
distintos debido a que el foco de interés se refiere sobre todo al seguimiento del 
gasto operativo y el pago de servicios personales.

la tRansPaREncIa y REndIcIón dE cuEntas En las uPm: EntRE la autonomía
y la REsPonsabIlIdad
el debate que relaciona la autonomía universitaria con la transparencia y la ren-
dición de cuentas no está resuelto. la autonomía universitaria surge con la refor-
ma al artículo 3º de la Constitución Política de los estados unidos mexicanos, 
publicada el 9 de junio de 1980 en el Diario Oficial de la Federación, al disponer 
en su fracción vii que las instituciones educativas gozan de autonomía para 
gobernarse a sí mismas, en relación con las funciones de educar, crear, investigar 
y difundir la cultura con mayor libertad. Por lo tanto, las instituciones de edu-
cación superior tienen la potestad de diseñar sus planes y programas educativos; 
especificar los requisitos de ingreso, promoción y permanencia de su personal 
académico, y administrar su patrimonio (Carpizo, 2009; de la torre y torres, 
2013). dicha autonomía comprende en sus alcances y definición la facultad para 
establecer la organización interna y el diseño e implementación del sistema nor-
mativo que habrá de regir las actividades en las universidades (sánchez, 2012; 
orozco et al., 2012; monterrey y Castillo, 2012).10

en méxico se publicó el 11 de junio de 2002 la ley de transparencia y Acceso 
a la información Pública Gubernamental, que obliga a las dependencias del go-
bierno federal a proporcionar información sobre sus actividades a cualquier ciu-
dadano que lo solicite. Además, constriñe a los órganos legislativos de los estados 

10 Para una revisión histórica del concepto y alcances de la autonomía, podríamos citar el movimiento de 
Córdoba en Argentina que se considera un hecho emblemático de la lucha por la autonomía universitaria en 
América latina.
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a elaborar leyes estatales de transparencia y acceso a la información.11 las univer-
sidades públicas reciben recursos fiscales y, en consecuencia, están sujetas tanto 
a la ley federal como a las leyes estatales de transparencia y acceso a la información 
pública gubernamental.

Con la implementación de esta ley federal se creó como órgano garante el 
instituto Federal de Acceso a la información Pública y Protección de datos (ifai), 
responsable de vigilar que los servidores públicos atiendan las solicitudes de in-
formación que presenten los ciudadanos. Adicionalmente, el 21 de julio de 2007 
entró en vigor una reforma al artículo 6° constitucional, en la que se fortalece el 
principio de máxima publicidad de la información en poder del estado (sánchez, 
2012; Carpizo, 2009).12

la rendición de cuentas es consecuencia de la transparencia y simboliza para 
las upm la posibilidad de interactuar con la sociedad en la lógica de un sistema 
democrático. Para Gil (2008) el acceso a la información y la rendición de cuentas 
representan una transición de roles e identidades sociales caracterizadas por el 
cambio de beneficiarios agradecidos por la obtención de un regalo de la autoridad, 
al de usuarios responsables de un bien público en un marco institucional, de tal 
forma que la autonomía universitaria no está reñida con el derecho de acceso a 
la información y la rendición de cuentas.

Aunque algunos actores de las comunidades universitarias asumen que la ren-
dición de cuentas sólo debe asociarse con aspectos económicos —por ejemplo, la 
publicación de estados financieros—, en general los mecanismos de rendición de 
cuentas están orientados no sólo al ejercicio de los recursos públicos sino a los re-
sultados obtenidos en la gestión pública. es decir, no es suficiente saber cuánto 
y cómo, sino también conocer el resultado de las acciones en términos de los 

11 la información requerida versa sobre estructura orgánica, facultades de cada unidad administrativa, 
directorio de servidores públicos, remuneración mensual por puesto, servicios que ofrece, metas y objetos de 
las unidades administrativas, trámites, requisitos y formatos, información sobre el presupuesto asignado, in-
formes sobre su ejecución, resultados de las auditorías al ejercicio presupuestal, concesiones, permisos o auto-
rizaciones otorgadas y mecanismos de participación ciudadana.

12 en la elaboración de la ley de transparencia y Acceso a la información Pública Gubernamental parti-
ciparon tres asociaciones universitarias: la Asociación nacional de Abogados en las instituciones Públicas de 
educación superior (anaipes), la Asociación mexicana de Responsables de la estandarización de la informa-
ción Administrativa y Financiera en las instituciones de educación superior (Amereiaf ) y la Asociación 
mexicana de órganos de Control y vigilancia en las instituciones de educación superior (amocvies). el obje-
tivo fue crear una normativa general unificada que ha permitido a las universidades iniciar las acciones de 
transparencia, aun antes de la entrada en vigor de la obligación para varias de ellas. el resultado de estos tra-
bajos fue la integración de un documento denominado “Recomendaciones generales para el cumplimiento 
con la transparencia y acceso a la información en las instituciones públicas de educación superior”.
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objetivos planteados, de manera que para las universidades públicas el reto más 
importante es la evaluación de sus funciones académicas (sánchez, 2012). 

si bien estas políticas públicas con sus esquemas y modelos han traído consigo 
logros importantes para las ies y para el sistema en su conjunto, de acuerdo con 
diversas investigaciones es urgente enfrentar las distorsiones que han provocado 
debido a su excesivo formalismo, su apego desmedido a indicadores de orden 
cuantitativo y a la atención de los productos por encima de los procesos. en este 
sentido, la rendición de cuentas producto del ac está asociada al cumplimiento 
de indicadores alineados a la lógica de las propias políticas.

esto se traduce en la presentación y difusión de indicadores que muestran un 
comportamiento cuasi natural ascendente en el tiempo debido a su alineación in-
trínseca con los objetivos de la política, dando como resultado una débil ar ticulación 
con el aumento real de la calidad educativa y las mejoras en el desempeño insti-
tucional (ibarra, 1998, 2001; Acosta, 2006; Porter, 2007; díaz-Barriga et al., 2008; 
Buendía, 2014). en este sentido, parecería que la evaluación y la acreditación se 
conciben como elementos de causalidad entre inversión y acciones institucionales 
a pesar de no estar claramente definidas en la política educativa.

en el contexto universitario el derecho a la información encuentra su principal 
resistencia al amparo del concepto de autonomía. no obstante, las upm se han 
visto en la necesidad de replantear la manera en la que rinden cuentas a la sociedad 
mediante la implementación de acciones asociadas con la transparencia (orozco 
et al., 2012). Gil (2008) señala que la autonomía implica de manera intrínseca la 
transparencia. en muchas ocasiones, señala el autor, “la autonomía deja de ser un 
valor y se convierte en pretexto para la opacidad, la discrecionalidad sin argumen-
tos, y valladar en la lucha contra la impunidad que, sin duda, puede existir en las 
relaciones y procesos que llevamos a cabo los distintos actores en las universidades” 
(Gil, 2008: 3).

Para Carpizo (2009) una interpretación fiel del espíritu de esa autonomía 
estaría relacionada con un cumplimiento irrestricto de la transparencia y la ren-
dición de cuentas, señalando al respecto: 

Hoy en día cumplir con el derecho a la información y el acceso a la documentación públi-
ca por parte de las universidades autónomas es una obligación constitucional y legal para 
éstas. Pero es algo más; es una responsabilidad ética, porque las universidades públicas deben 
ser y dar ejemplo de transparencia, la cual es […] un principio propio de las democracias. 
las universidades públicas son parte esencial de la conciencia crítica del país. en conse-
cuencia, tienen que ser paradigma de transparencia […] el derecho constitucional de la 
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autonomía universitaria es cien por ciento compatible con el de la transparencia y el acce-
so a la información pública. los dos son especialmente valiosos. los dos cumplen una 
función social. lo único que hay que lograr […] es su armonización.

la tensión entre autonomía y rendición de cuentas se inscribe en la lógica eco-
nómica y académica. en la perspectiva de la primera, la autonomía universitaria 
no debe solapar el manejo discrecional del presupuesto en la realización de las 
funciones sustantivas. en el ámbito académico, la autonomía debe abanderar una 
toma de decisiones colegiada considerando tanto la existencia de instituciones 
regulativas, normativas y cognitivas (scott, 2008), así como la institucionalización 
de buenas prácticas que contribuyan al cumplimiento de los objetivos planteados. 

los estudiantes se constituyen como sujetos con obligaciones académicas y 
con facultades legales “para exigir la calidad, pertinencia y equidad correspon-
dientes a un bien público” (Gil, 2008: 13). los profesores deben asumirse res-
ponsables del desarrollo de las funciones para las que fueron contratados, las 
autoridades deben desarrollar su trabajo con apego irrestricto a las normas y apo-
yando a los actores que dan sentido a la vida universitaria —estudiantes y profe-
sores—. Finalmente, el concepto de trabajador administrativo debe transitar al de 
trabajador universitario, con obligaciones y derechos claramente delimitados, cuya 
defensa recae precisamente en el desempeño de sus tareas, más que en un esque-
ma de relaciones laborales “flexibles” (Gil, 2008).

Para algunos autores no dar cuentas a la sociedad sobre los resultados del tra-
bajo e incumplir las tareas universitarias implicaría entre otros elementos que:

son atentados mayores en contra no sólo de la autonomía universitaria, sino del crecimien-
to y consolidación del méxico del siglo xxi, por tanto, deben ser denunciados por quienes 
estamos convencidos de que la autonomía es un baluarte que debemos preservar, enrique-
cer y defender, porque gracias a ella podemos construir ciudadanía desde la universidad y 
desde allí sembrar un futuro muy digno para nuestro país (orozco et al., 2012).

Por lo tanto, la autonomía amplía la responsabilidad de proporcionar la informa-
ción financiera y académica necesaria para la valoración social del quehacer uni-
versitario y de sus instancias responsables en la toma de decisiones en materia de 
acceso a la vida universitaria, programas de estudio, distribución de presupuestos, 
elección de personal académico o funcionarios, condiciones laborales de todos los 
universitarios, asignación racional de tareas docentes, de investigación o difusión, 
cumplimiento de las normas que a todos estos procederes han de guiar, entre otros 
aspectos (orozco et al., 2012; Gil, 2008; murayama, 2007).
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la rendición de cuentas en las universidades públicas relaciona múltiples 
ámbitos, de los cuales podemos destacar: a) calidad educativa y de los procesos de 
gestión, considerando la evaluación y acreditación de los programas educativos 
en pregrado y posgrado (ciees, Copaes, pnpc), así como la certificación de los 
procedimientos institucionales; b) habilitación de la planta académica, evidencia-
ble a través de programas como el Prodep y el sni, así como los mecanismos para 
la evaluación del profesorado; c) atención de estudiantes, mediante indicadores 
básicos de cobertura y desempeño escolar, así como del efecto de programas de 
apoyo tales como las Becas de manutención y las Becas nacionales; d) manejo 
de los recursos, evidenciado a través de los informes derivados de las auditorías 
financieras realizadas por los diferentes órganos de fiscalización y e) aspectos com-
plementarios, que incluyan: registro de las decisiones tomadas por los órganos 
colegiados, protección de datos personales, regulación laboral del personal con-
siderando los contratos colectivos y las condiciones laborales, desempeño de los 
sindicatos, entre otros aspectos relevantes. en el cuadro 1 se muestran de mane-
ra resumida los rubros a considerar en la rendición de cuentas y su relación con 
los instrumentos que dan cuenta de ello.13

CuADRo 1. Rubros considerados en la rendición de cuentas de las upm

     Rubro Descripción

Financiera 1. Presupuesto En las universidades públicas no podría haber ninguna partida reservada 
en relación con el dinero fiscal que reciben. Cada peso asignado ha de ser 
materia pública en cuanto a su destino.

Académica 2. Planes y 
programas de 
estudio

Fecha de aprobación, modificación y responsables de dichos procesos.

3. Planta
académica

Profesores: institución de grados y posgrados, síntesis de trayectorias 
formativas y académicas, resultados de las evaluaciones previas por parte 
de sus pares y estudiantes, producción, el grado de asistencia a clases, las 
quejas fundadas que han recibido, responsabilidad docente a lo largo de 
la carrera como profesor.

4. La organización 
institucional 
de las tareas 
académicas

Número de horas clase que se da en una universidad, número de 
profesores de tiempo completo y por asignatura, horas de clase 
asignadas, relación entre profesores y horas de clase necesarias para el 
desarrollo de un programa de estudios.

13 Gómez (2012) desagrega ampliamente los rubros revisados en su investigación en acceso al portal de 
transparencia, información referente a su gestión específica, normatividad, organización administrativa, 
participación y atención ciudadana y recursos financieros.
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Rubro Descripción

5. Los derechos de 
los maestros

Información sobre procesos de evaluación que involucran al profesor.

6. Datos sobre los 
estudiantes

Matrícula, grados de aprobación, reprobación o abandono de los 
estudios, frecuencia de modalidades ordinarias o extraordinarias para 
aprobarlos, becas y mecanismos para su asignación y egresados. Acceso a 
la trayectoria individual del estudiante.

7. Información en 
cuanto a la toma 
de decisiones

Registro claro de las decisiones de los órganos personales y colegiados.

8. Los reglamentos 
vigentes

Reglamentaciones, contratos colectivos de trabajo de los sindicatos, 
aportaciones vía cuota sindical que suministra la universidad.

9. Acceso a datos 
personales

Datos que la universidad posea acerca de sus actores deberán estar al 
alcance de éstos.

10. Los resultados de 
la institución

Resultados desagregados de las evaluaciones internas y externas a las 
universidades.

Fuente: elaboración propia con base en murayama (2007), Gómez y villanueva (2007) y dof (2015).

mEtodoloGía
la práctica recurrente de la transparencia y rendición de cuentas en las universi-
dades públicas se evidencia en los portales de internet. en los años 2007 y 2009 
el consorcio a-regional.com, con el apoyo de la empresa mitofsky, realizó un 
estudio para la evaluación de la trasparencia universitaria. Para ello creó el ín dice 
de transparencia y Acceso a la información de las universidades Públicas mexi-
canas (itaiup). se otorgó a la información publicada una puntuación de 0 a 100 
puntos, por lo que el resultado de su medición no sólo permitió realizar una je-
rarquización entre las entidades federativas según los esfuerzos realiza dos por cada 
universidad, sino también ser interpretado como una calificación (Agüera, 2012).

un ejercicio similar fue realizado por Gómez y villanueva (2007) y ampliado 
por Gómez (2012), cuyos resultados muestran un diagnóstico de las páginas web 
de 54 instituciones de educación superior para medir la transparencia y acceso a 
la información e identificar los aspectos no atendidos para avanzar hacia una trans-
parencia acorde con los requerimientos constitucionales. se trata de una “fotogra-
fía”, tal como lo señala la autora, de la transparencia que se muestra en el portal 
web de las instituciones analizadas. en cambio, el estudio no ofrece una validación 
de la calidad de la información ni de la eficacia de los mecanismos de acceso a la 

CuADRo 1. Rubros considerados en la rendición de cuentas de las upm 
(continuación)
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misma. uno de los instrumentos considerados en la investigación son los informes 
anuales de actividades, mismos que en esta investigación se utilizan como evi-
dencia empírica.

en este trabajo se busca profundizar en el análisis de la transparencia de las upm 
a través de la construcción de índices multidimensionales que no sólo permitan 
validar la existencia de información sino también valorar su nivel de desglose en-
marcado en el ámbito de la rendición de cuentas. Para ello, los subíndices propues-
tos consideraron tanto la “ruta académica” como la “ruta financiera” planteadas en 
la sección teórica. en la parte académica se diferencian tres elementos fundamen-
tales y complementarios entre sí: estudiantes, planta docente y programas educa-
tivos. Asimismo, los modelos propuestos para construir los índices están ligados a 
los principales Programas de la Política de educación superior (ppes).

Para llevar a cabo lo anterior se seleccionaron cinco upm que han sido objeto 
de una investigación más amplia en el contexto del laboratorio de Análisis ins-
titucional del sistema universitario mexicano (laisum).14 las universidades son 
la Benemérita universidad Autónoma de Puebla (buap), la universidad Autóno-
ma de Baja California (uabc), la universidad Autónoma metropolitana (uam), 
la universidad de Guadalajara (udg) y la universidad veracruzana (uv).

en términos temporales, se analizaron los periodos 1990-1994, 1995-2000, 
2001-2006 y 2007-2012 correspondientes a cuatro ciclos presidenciales debido 
a que si bien la política educativa ha sido mayormente incremental, cada gestión 
cuenta con elementos particulares que la diferencian. en términos de disponibi-
lidad de la información se seleccionaron los informes de actividades de los recto-
res, considerando un umbral no mayor de tres años por periodo. Cabe señalar 
que para el cálculo de los subíndices se decidió emplear esta fuente de información 
por considerarse documentos oficiales vinculados a la rendición de cuentas y, en 
alguna medida, forman parte de los mecanismos de legitimación de las universi-
dades frente a sus comunidades y a la sociedad en general.

no se incorporó el análisis de las páginas web, dado el carácter longitudinal y 
la temporalidad planteada para la investigación y las variables elegidas, así como 

14 el laisum es un portal de internet diseñado en etapas previas a este proyecto de investigación. su obje-
to es reunir, clasificar y abrir a la consulta información relevante que facilite el conocimiento de la diversidad 
y complejidad del sistema universitario mexicano y de cada una de sus instituciones. el lector puede visitar el 
laisum en http://www.laisumedu.org/index.php

el proyecto de investigación se denomina “efectos de las políticas gubernamentales en las universidades 
públicas mexicanas (1989-2012): Análisis comparativo de su diversidad y complejidad”, financiado por el 
Consejo nacional de Ciencia y tecnología (Conacyt).
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la intención explícita de utilizar los informes de los rectores como un instrumen-
to para la transparencia y la rendición de cuentas en el tiempo.

lóGIca dIfusa PaRa la constRuccIón dE índIcEs multIdImEnsIonalEs
la inherente complejidad de la realidad social requiere la incorporación de me-
todologías alternas para robustecer y complementar la capacidad explicativa del 
modelo tradicional hegemónico. Flores y luhrs (2013) destacan que para el 
análisis de políticas públicas es fundamental partir del supuesto de que la realidad 
no es unidimensional y estática, sino que, por el contrario, es dinámica y con 
muchos matices derivados de la intrincada relación entre variables.

los modelos econométricos y estadísticos tradicionales están orientados a la 
búsqueda de aislar relaciones de causa efecto con la intención de identificar las 
variables determinantes para explicar un fenómeno. empero, esta postura no 
siempre es afortunada, ya que en ocasiones los fenómenos sociales buscan ser 
explicados desde la complejidad partiendo de la noción de que son el resultado 
de la combinación de factores indivisibles.

desde esta perspectiva, el análisis cualitativo comparado (qca) ofrece una ge-
nuina mediación entre modelos cualitativos y cuantitativos desde la complejidad 
que supone la realidad social. Ragin (2014) puntualiza que mientras los modelos 
hegemónicos se basan en la medición de efectos netos, el qca busca relaciones 
causales, es decir, se aproxima a explicar un fenómeno a partir de la combinación 
de elementos. esto resulta particularmente útil en el análisis social puesto que dife-
rentes condiciones pueden conducir al mismo resultado. se parte de la idea de que 
dichos factores se refieren a situaciones similares construidas en el marco de la 
complejidad y no necesariamente a partir de la homologación de variables, tal como 
plantean Yamasaki y spreitzer (2006). en otras palabras y para efectos del presente 
escrito, las upm parten de puntos de referencia distintos y tienen capacidades dife-
renciadas y, sin embargo, desde esta perspectiva es posible cuantificar el grado en el 
que se apropian de las políticas públicas que orientan el sector.

la construcción de índices multidimensionales supone una serie de restric-
ciones en términos analíticos entre las cuales podemos destacar: la reducción 
excesiva de la realidad social en detrimento de la capacidad explicativa, la opaci-
dad en los criterios de ponderación entre variables y el uso de indicadores con 
efectos contradictorios o débilmente relacionados entre sí.15 los índices basados 

15 salas y Flores (2017) demuestran a través de un análisis de la calidad del empleo en méxico las ven-
tajas analíticas que supone el uso de índices multidimensionales difusos con respecto a los índices sintéticos. 
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en la lógica difusa requieren para su construcción dos insumos: las funciones de 
pertenencia para describir el comportamiento de las variables individualmente y las 
tablas de verdad para establecer los criterios de interacción entre las propias variables.

Respecto a las funciones de pertenencia es necesario aclarar que este tipo de 
modelos se basan en la lógica difusa. la lógica tradicional parte de los supuestos 
de dicotomía y exclusión mutua. Para ejemplificar, desde este punto de vista una 
universidad puede —o no— ser de calidad a partir de la acreditación de sus 
programas académicos. la interpretación es dicotómica con respecto a la acredi-
tación (sí o no) y es mutuamente excluyente porque sólo puede estar en alguna 
de las condiciones, pero no en las dos a la vez. Por su parte, la lógica difusa se 
fundamenta en el grado de pertenencia a los conjuntos, el cual en principio crea 
un continuo acotado entre cero y uno; donde cero es la nula pertenencia al con-
junto y uno la máxima correspondencia. Asimismo, la definición de las funciones 
puede traslapar conjuntos haciendo posible la pertenencia múltiple. Éste es uno 
de los grandes potenciales de este tipo de herramientas, puesto que la realidad 
social no se presenta en estilos puros claramente categorizables.

en cuanto a las tablas de verdad, el proceso para su construcción se basa en lo 
que se denomina conocimiento sustantivo, que no es más que la integración de 
diferentes aspectos teóricos, conceptuales, empíricos y de valoración por parte de 
expertos. en otras palabras, se definen las posibles combinaciones de variables a 
partir de la mediación de elementos cuantitativos y cualitativos que posibilitan 
la creación de “una regla de medición” que permite valorar escenarios que se 
presentan en el contexto social.

lo anterior presenta ventajas analíticas en estudios como el presente, ya que si 
bien se reconoce que cada universidad cuenta con su dinámica e historia particular, 
en todos los casos existen elementos equiparables que posibilitan valorar el grado 
en que transparentan sus resultados y el uso de los recursos públicos. mejor aún, 
esta aproximación rompe con el supuesto de la existencia de una relación unívoca 
entre entradas y salidas. Por el contrario, el diseño de las tablas de verdad hace posi-
ble que combinaciones diferentes en las variables de entrada conduzcan a un mismo 
resultado, puesto que se busca hacer explicaciones sobre fenómenos, cobrando 
sentido la importancia del conocimiento sustantivo. esto diferencia los modelos 
de inferencia difusa de los métodos estadísticos tradicionales, cuya búsqueda se 
centra en aislar el peso de cada variable a través de la estimación de sus efectos netos.

destacan que a diferencia de un índice tradicional con ponderaciones fijas, los índices difusos parten de re-
glas que determinan el comportamiento de un fenómeno a partir de la interacción entre variables.
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constRuccIón dE los índIcEs
en esta aplicación del qca se calcularon cuatro subíndices que en conjunto permi-
ten valorar la transparencia de las upm analizadas desde cuatro vertientes: a) apoyo 
a los estudiantes, b) perfil académico, c) evaluación de la calidad y d) financiamien-
to, para ello se emplean variables asociadas directamente a los principales Progra-
mas de la Política de educación superior (ppes). Cabe destacar que los primeros 
tres subíndices están alineados a la denominada “ruta académica” planteada en el 
apartado teórico, mientras que el cuarto se refiere a la “ruta financiera”.

en términos analíticos, los subíndices de orden académico responden al com-
ponente democrático de la rendición de cuentas en el sentido de dar visibilidad 
a los resultados institucionales —de manera general asociados con la cobertura 
y la calidad— para efectos simbólicos de validación social al tiempo de otorgar 
mayor legitimidad ante las instancias federales dada su alineación con los ppes. 
Asimismo, se vinculan con tres actores fundamentales en la vida universitaria: 
planta docente, estudiantes y planes y programas de estudio; también se vinculan 
con el desempeño de las funciones universitarias de docencia e investigación.

Para el caso del subíndice “apoyo a los estudiantes” se eligieron dos de los 
principales programas con cobertura en pregrado y posgrado, el Pronabes16 y las 
Becas nacionales otorgadas por el Consejo nacional de Ciencia y tecnología 
(Conacyt). Para el subíndice de “perfil académico” se seleccionaron el Promep17 
y el sni. Por último, para el caso del subíndice de “evaluación de la calidad” se 
consideró la participación en evaluación y acreditación de programas educativos 
de licenciatura y posgrado a través de las evaluaciones de los ciees y acreditacio-
nes del Copaes y pnpc. 

en segundo lugar y con la intención de valorar el grado en el que la adopción 
de los ppes permea en la gestión institucional se diseñó un subíndice que refleja 
cómo las universidades transparentan el uso de los recursos provenientes del fi-
nanciamiento público. este subíndice responde en mayor medida a las obliga-
ciones legales que tienen las upm en el marco de la rendición de cuentas. Para este 
caso se eligieron programas e instrumentos de política pública vinculados con la 
obtención de recursos extraordinarios, incluyendo el Programa integral de For-
talecimiento institucional (pifi)18 y los fondos concursados por el Conacyt.

16 se considera esta denominación y no Becas de manutención debido a los periodos empleados para el 
análisis.

17 sucede algo similar a la nota anterior con relación al Prodep.
18 Actualmente Programa de Fortalecimiento de la Calidad educativa (pfce).
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DIAGRAMA 3. modelos empleados para el cálculo de los subíndices asociados
a la transparencia de las upm

Fuente: elaboración propia.
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en todos los casos, los subíndices planteados se refieren al grado de presencia de 
las variables involucradas en los principales ppes como una medida indirecta para 
estimar el grado de apropiación y visibilidad de la política educativa. Al estar 
centrados en la transparencia, su objetivo se focaliza en valorar el nivel de desglo-
se de la información que presentan las upm en sus informes de actividades.

la composición del índice se muestra a continuación y, en el diagrama 3, los 
modelos empleados para el cálculo:
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Rendición de cuentas
=(apoyos a los estudiantes,perfil académico,
evaluación de la calidad,financiamiento)

donde:

Apoyos a los estudiantes = (becas Pronabes, becas nacionales Conacyt)
Perfil académico = (Promep, sni)
Evaluación de la calidad = (ciees, Copaes, pnpc)
Financiamiento = (pifi, fondos Conacyt)

Para la valoración de la información presentada en los informes de actividades de 
los rectores se consideraron diez niveles de desglose que van desde información 
general hasta aspectos muy específicos. implícitamente esto supone que la trans-
parencia universitaria, lejos de ser dicotómica (existe-no existe) cuenta con dife-
rentes grados de calidad de la información presentada, de manera que este estudio 
aporta un componente adicional al entendimiento de la transparencia universi-
taria al ir más allá de la enumeración de elementos identificada en estudios simi-
lares. en el cuadro 2 se muestran los niveles de desglose de la información 
considerados para el análisis.

CuADRo 2. Programas y fuentes de financiamiento consideradas para el índice
y su nivel de desglose en los informes de los rectores
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Fuente: elaboración propia.

CuADRo 2. Programas y fuentes de financiamiento consideradas para el índice
y su nivel de desglose en los informes de los rectores (continuación)

IntERPREtacIón y REsultados
derivado del cálculo de los subíndices se constataron dos aspectos complementarios 
que permiten entender el grado de apropiación de las políticas educativas en el 
discurso institucional. el primero se asocia con el grado de desglose —e implíci-
tamente la calidad— de la información presentada a lo largo del periodo de 
análisis, mientras que el segundo se refiere a los valores obtenidos para cada su-
bíndice. los resultados se muestran en el cuadro 3.

Con base en los resultados obtenidos es posible profundizar en la comprensión 
de la manera en la que las upm se han apropiado de los ppes desde la perspectiva 
de la transparencia. en términos temporales y alineado con los periodos seleccio-
nados en este estudio, es posible identificar la transición de un modelo de auto-
nomía financiera a uno auditado por el estado —y en consecuencia más 
normado, vigilado y sancionado— explicado por la marcada diferencia en los 
resultados presentados antes y después del año 2000. ibarra (2001) identifica un 
parteaguas en el subsistema de educación superior iniciado en la década de 1980 
que culmina con el Programa para la modernización educativa (1989-1994) y 
el Programa de desarrollo educativo (1995-2000). Asimismo, Buendía (2013) 
señala que:
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la transformación más significativa en estos años fue la institucionalización de un modelo 
de regulación, conducción y coordinación gubernamental de la educación superior, con-
sistente en la articulación de procedimientos de evaluación asociados a programas de fi-
nanciamiento extraordinario a concurso bajo el establecimiento de compromisos explícitos 
de cambio de las instituciones que podrían ser constatados en etapas subsecuentes.

CuADRo 3. subíndices asociados a la transparencia de las upm
Institución Subíndice Periodo

1989-1994 1995-2000 2001-2006 2007-2012
Benemérita universidad
Autónoma de Puebla

Apoyos a los estudiantes 0.00 0.00 16.50 16.50
Perfil académico 0.00 0.00 66.50 33.00
Evaluación de la calidad 0.00 0.00 17.00 33.00
Financiamiento 0.00 0.00 17.00 17.00
Promedio 0.00 0.00 29.00 25.00

universidad Autónoma
de Baja California

Apoyos a los estudiantes 0.00 0.00 33.00 33.50
Perfil académico 17.00 33.50 96.00 33.00
Evaluación de la calidad 2.00 2.00 33.50 83.00
Financiamiento 0.00 2.00 16.50 16.50
Promedio 5.00 9.00 45.00 42.00

universidad Autónoma
Metropolitana

Apoyos a los estudiantes 0.00 0.00 17.00 33.50
Perfil académico 17.00 17.00 96.00 67.00
Evaluación de la calidad 4.00 0.00 33.00 33.00
Financiamiento 0.00 2.00 17.00 17.00
Promedio 5.00 5.00 41.00 38.00

universidad de
Guadalajara

Apoyos a los estudiantes 0.00 2.00 67.00 33.00
Perfil académico 0.00 33.00 67.00 67.00

Evaluación de la calidad 0.00 17.00 67.00 83.00
Financiamiento 0.00 17.00 33.50 67.00
Promedio 0.00 17.00 59.00 63.00

universidad
Veracruzana

Apoyos a los estudiantes 0.00 0.00 16.50 17.00
Perfil académico 0.00 0.00 67.00 33.00
Evaluación de la calidad 0.00 0.00 17.00 16.50
Financiamiento 0.00 0.00 17.00 0.00
Promedio 0.00 0.00 29.00 17.00

Fuente: elaboración propia.



Angélica Buendía Espinosa e Iván Alejandro Salas Durazo

28 volumen xxix, núm. 1, primer semestre de 2020             Gestión y política pública

durante los periodos sexenales de 1989-1994 y 1995-2000, la transparencia en 
los informes de los rectores analizados fue prácticamente inexistente, mientras 
que para los sexenios 2001-2006 y 2007-2012 se identifican valores que implican 
no sólo la existencia de información sino también un alto grado de desglose. eso 
significa la implícita apropiación de los lineamientos, supuestos y metas de los 
ppes dentro del marco de la operación institucional.

Hay una clara tendencia en las universidades analizadas a incrementar y di-
fundir la información sobre su desempeño, directamente asociada a los programas 
e instrumentos de política educativa. esto significa que los ppes han transforma-
do la manera en la que las universidades legitiman su desempeño debido a la 
estrecha relación con el financiamiento. se observa un proceso casi natural de 
adaptación a la política, independientemente de la autonomía universitaria, dado 
que la mayoría de los recursos con los que cuentan las universidades públicas 
proviene de transferencias federales y estatales. 

Asimismo, es posible pensar que esta transformación se ha derivado de pro-
cesos de largo alcance, ya que a pesar que haber sido susceptible a cambios incre-
mentales, la política educativa de educación superior se ha orientado a cuatro 
elementos básicos: calidad, fortalecimiento de las plantas académicas, cobertura 
e infraestructura. esto se apoya en los cambios organizacionales que han realiza-
do las propias instituciones para recopilar, sistematizar y presentar la información 
a través de la creación de puestos, funciones y plataformas específicas.

Por otra parte, se evidenció que durante el periodo de análisis la transparencia 
se remite mayormente a la ruta académica y marginalmente a la ruta financiera. 
en otras palabras, la legitimación se llevó a cabo en la arena académica a través 
del grado de alineamiento entre el desempeño institucional y los objetivos de la 
política; mientras que para la comprobación de los recursos la validación se re-
mite a la auditoría en términos financieros de los recursos públicos, sin necesa-
riamente ligarlos a una evaluación de costo-beneficio, de manera que esta 
transformación acerca cada vez más a las universidades a la dinámica de la admi-
nistración pública relegando en alguna medida la autonomía universitaria.

en ese sentido, dicha transformación parece no tener marcha atrás ya que, al 
menos en el discurso, comienza a difundirse —con sus matices— una cultura de 
rendición de cuentas. lo anterior tiene dos facetas, la primera se refiere a las 
exigencias actuales en la administración pública para transparentar el uso de los 
recursos con la intención de reducir la ineficiencia y evitar la corrupción, lo cual 
en principio es deseable puesto que las universidades están financiadas con recur-
sos públicos. la otra cara de este fenómeno refleja el contexto de desconfianza en 
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el que las universidades ejercen sus recursos y realizan sus funciones. eso condu-
ce a una excesiva burocratización y a una duplicidad de tareas sustentadas en el 
registro de cada una de las actividades que efectúan las instituciones y sus actores 
(principalmente los profesores), para responder a más de un “usuario” de la in-
formación. la lógica de que “sólo existe aquello de lo que hay evidencia”, ha 
permeado negativamente a las comunidades universitarias, provocando simulación 
y desestimulado la vida colegiada, pues las políticas promueven el desarrollo de 
unas funciones y desestimulan otras. 

no obstante, son esas comunidades las que se ven afectadas por la lógica de la 
desconfianza, mientras que los espacios donde la rendición de cuentas y la traspa-
rencia deberían promoverse con mayor énfasis siguen invisibilizados. Hoy, el pres-
tigio y la reputación social de la universidad pública como institución se ven 
cuestionadas y no son suficientes para legitimar su operación. empero, quizá la 
lógica de la transparencia y de la rendición de cuentas deba transitar por el reco-
nocimiento de que la universidad es un actor organizacional y no debe aseme jarse 
a otras organizaciones sólo por usar el término público para denominarla. en la 
universidad lo público cobra otras significaciones, no sólo aquellas relativas a su 
gestión, y esta condición parece estar ausente del marco institucional vigente.

Prueba de lo anterior es la aprobación en 2015 de la ley General de transpa-
rencia y Acceso a la información Pública que en su Art. 70 señala las obligaciones 
comunes de transparencia de las entidades públicas, pero en el Art. 75 amplía las 
obligaciones de las ies de carácter autónomo a un conjunto adicional de información:

      i. los planes y programas de estudio según el sistema que ofrecen, ya sea esco-
larizado o abierto, con las áreas de conocimiento, el perfil profesional de 
quien cursa el plan de estudios, la duración del programa con las asignatu-
ras, su valor en créditos.

     ii. toda la información relacionada con sus procedimientos administrativos.
     iii. la remuneración de los profesores, incluyendo los estímulos al desempeño, 

nivel y monto.
      iv. la lista con los profesores con licencia o en año sabático.
         v. el listado de las becas y apoyos que otorgan, así como los procedimientos 

y requisitos para obtenerlos.
     vi. las convocatorias de los concursos de oposición.
  vii. la información relativa a los procesos de selección de los consejos.
viii. el resultado de las evaluaciones del cuerpo docente.
   ix. el listado de instituciones incorporadas y requisitos de incorporación.
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Por otra parte, la construcción de este tipo de subíndices permite identificar de 
manera más precisa elementos clave, como las propias capacidades instituciona-
les. en otras palabras, a partir del cálculo realizado se identificaron los potencia-
les y vocaciones de las universidades con base en la información que presentan. 
Como es factible pensar, no es realista asumir que una instancia desarrolle su 
máximo potencial por aspectos asociables al acoplamiento débil entre objetivos 
institucionales y agentes. sin embargo, se demuestra que la manera en la que se 
presenta la información implícitamente considera un sesgo institucional para 
destacar los aspectos clave de cada universidad, puesto que no se ha llegado al 
punto en el que la propia sep especifique el formato de los informes de activida-
des de los rectores.

alGunas REflExIonEs fInalEs
en esta investigación se identificó una clara tendencia en las upm analizadas a 
presentar una mayor cantidad de información sobre su desempeño, particular-
mente a partir del periodo 2000-2006. se destaca que buena parte de aquella está 
planteada en los términos de las ppes revelando la alineación entre éstas y el 
discurso universitario.

derivado de la conceptualización y cálculo de índices multidimensionales fue 
posible desagregar el discurso de la transparencia en dos de sus dimensiones, la 
académica y la financiera. en lo que respecta a la primera, se separaron en subín-
dices que dan cuenta de aspectos institucionales, del profesorado y los estudian-
tes evidenciado el perfil en términos de desempeño de las instituciones. ningún 
caso estudiado presenta valores homogéneos, por el contrario, se revela su vocación 
hacia un aspecto en particular, de manera que las universidades simbólicamente 
validan su desempeño al mostrar congruencia con algunos de los escenarios plan-
teados en la política educativa, en la medida en que sus capacidades institucio-
nales se lo permiten.

en cuanto al financiamiento, las políticas gubernamentales dirigidas a las 
universidades públicas responden a un largo ciclo de políticas en un contexto de 
continuidad en el periodo de análisis. Prueba de lo anterior son los fondos con-
cursables, a pesar de cambiar de denominación en el tiempo, en esencia han 
respetado como objetivos centrales la ampliación de la matrícula, el aumento de 
la calidad y la mejora de la infraestructura. Al respecto, se identificó que este 
eslabón es el más débil en términos de rendición de cuentas. se muestra la esca-
sa conceptualización de la evaluación en cuanto a la relación costo-beneficio, ya 
que en el mejor de los casos se concibe como una auditoría para validar el ejercicio 
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de los recursos. sin embargo, en los últimos años se ha observado un mayor 
énfasis en mejorar los mecanismos de control acercándose cada vez más a la ló-
gica de la administración pública. 

Por otra parte, se identificó que el periodo 2001-2006 mostró mayor alineación 
en términos generales con la política y, por el contrario, se observa una disminu-
ción en el siguiente periodo. una posible explicación al respecto es que la rendi-
ción de cuentas en las universidades estuvo conformada por dos aspectos: el 
componente institucional y el originado por los agentes en turno que la gestionan. 
el primero fue producto de una reconfiguración organizacional que derivó en la 
creación de unidades, puestos, funciones y plataformas tecnológicas para profe-
sionalizar la manera en la que se concentran, procesan y presentan los indicado-
res de desempeño. el segundo podría asociarse a los agentes en turno y, en 
alguna medida, se puede atribuir a cuestiones asociadas al ejercicio del poder, a 
la visión personal en términos de innovación y reforma universitaria, a la nego-
ciación al interior y exterior de las universidades y, en general, al liderazgo enten-
dido como las capacidades y habilidades políticas y técnicas de los dirigentes en 
las universidades.

sin embargo, derivado de la publicación de la ley General de transparencia 
y Acceso a la información Pública en 2015, las ies autónomas están obligadas a 
transparentar información relativa a su desempeño y a sus finanzas. esto signifi-
ca el inicio de una nueva etapa en la relación de las upm con el estado. en los 
próximos años será posible dimensionar su resultado, así como los efectos no 
deseados —positivos y negativos— al menos en tres aspectos relevantes: a) la 
inevitable resignificación de la autonomía universitaria, b) la consolidación del 
concepto de rendición de cuentas democrática asociada al ámbito de la educación 
superior y c) el efecto de los inherentes controles fiscales en la relación calidad 
educativa-eficiencia y responsabilidad en el ejercicio de los recursos públicos. los 
desafíos apenas comienzan. G PP
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